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Resumen

La disrupción tecnológica es constante y ocurre dentro de un contexto social dinámico. Por ello, las transformaciones que 
generan las tecnologías impactan críticamente en asuntos sociales y políticos de suma importancia. Este artículo busca 
comprender estos impactos, de una manera preliminar, a partir de dos ejemplos. El primero versa sobre los mecanismos 
de control impuestos por el gobierno de Corea del Sur con el uso de los circuitos cerrados de televisión junto con las 
aplicaciones de rastreo para identificar personas contagiadas de coronavirus en 2020. El segundo es un estudio expe-
rimental sobre el uso de smart contracts aplicados en procesos de contratación pública. En ambos casos, se exponen 
las promesas y ventajas de las tecnologías, así como las tensiones y problemas que surgen de su aplicación. Dos retos 
para los gobiernos de sociedades plurales se enfatizan: las pretensiones de objetividad y completitud que el discurso de 
diversas tecnologías de este tipo parece asumir. Ello en contra de la importancia de la deliberación, diversidad y hetero-
geneidad valorativa, supuestos críticos de gobierno y gobernanza de toda sociedad democrática.
Palabras clave: tecnologías disruptivas, axiomas de la democracia, smart contracts, sistemas de control por internet

Abstract

Technological disruption is constant and occurs within a dynamic social context. For this reason, the transformations 
generated by technologies have a critical impact on social and political issues of great importance. This article seeks to 
understand these impacts, in a preliminary way, using two examples. The first deals with the control mechanisms imposed 
by the South Korean government with the use of closed-circuit television together with tracking applications to identify peo-
ple infected with coronavirus in 2020. The second is an experimental study on the use of smart contracts applied in public 
procurement processes. In both cases, the promises and benefits of the technologies are exposed, as well as the tensions 
and problems that arise from their application. Two challenges for the governments of plural societies are emphasized: 
the claims of objectivity and completeness that the discourse of various technologies of this type seems to assume. This 
goes against the importance of deliberation, diversity and value heterogeneity, critical assumptions of government and 
governance of any democratic society.
Key words: disruptive technologies, axioms of democracy, smart contracts, internet control systems.
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Este artículo reflexiona sobre el impacto de 
las tecnologías disruptivas en el ejercicio guber-
namental en sociedades democráticas contem-
poráneas, a partir de dos ejemplos, con el fin de 
ofrecer algunas lecciones sobre el tipo de accio-
nes e ideas a debatir para dirigir el desarrollo de 
estas tecnologías disruptivas en y desde las orga-
nizaciones gubernamentales. El artículo está di-
vido en cuatro secciones. La primera presenta el 
ejemplo del monitoreo que ejerce el gobierno de 
Corea del Sur, donde combina el uso de sistemas 
de cámaras de circuito cerrado con la vigilancia 
a través del internet para la gestión de la pande-
mia de coronavirus. 

En la segunda, se expone un estudio experi-
mental, desarrollado por los autores, sobre las 
implicaciones del blockchain —en contratos in-
teligentes—, aplicado en contratación de obra 
pública. 

En la tercera sección, a partir de las leccio-
nes que otorgan los dos ejemplos analizados, 
se argumenta que los gobiernos requieren re-
accionar proactivamente para incorporar, regu-
lar y dirigir, a través de los propios valores de 
una sociedad plural, el desarrollo de las tecno-
logías disruptivas. Las tecnologías disruptivas 
pueden fortalecer los valores democráticos de 
pluralidad, transparencia, rendición de cuentas 
sin crear ilusiones de verdades incuestionables. 
A partir de esto, en la última sección, se ofrece 
una reflexión sobre cómo los cuestionamientos 
a los principios y debates que surgen en torno 
a ellos pueden organizarse diferenciado los tres 
roles que desempeña el gobierno en la aplicación 
de tecnologías. En cada uno de estos, se presen-
tan retos, preguntas y agendas futuras de inves-
tigación, para concluir con un breve esbozo de 
los retos que tiene la administración y políticas  
públicas en el futuro cercano.

CCTV y control por internet: el 
caso del gobierno surcoreano

Según Han, Hawken y Williams (2015), la 
aparición de los sistemas de circuito cerrado de 
televisión (CCTV) ocurrió en la década de 1960, 
pero ganó relevancia hasta las décadas de 1980 y 
1990. Además, Han et al. (2015) enlistan algunas 

Introducción

La disrupción tecnológica es constante, los 
cambios tecnológicos ocurren permanentemen-
te. Sin embargo, el cambio no es lineal pues se 
puede hablar de al menos dos tipos: el continuo 
que consiste en la mejora marginal de las capa-
cidades de tecnologías previamente existentes, 
sin que el usuario requiera desarrollar nuevas 
capacidades; y el disruptivo, que es un cambio 
significativo que implica el desarrollo y apren-
dizaje de nuevos conocimientos o habilidades 
para el uso de la tecnología. Estos cambios no 
sólo irrumpen en el ámbito técnico (Kurzweil, 
2005), en el económico (Degryse, 2019; Obo-
lensky, Alvina, Rozenberg, Rentschler, Avner, 
Hallegate, 2019), sino también en el político 
(Sandel, 2007, Fukuyama, 2002). En el caso de 
este artículo importa en particular el impacto 
que tiene y tendrá en la acción gubernamental y 
en las políticas públicas (Oszlak, 2020). 

¿Por qué es importante hablar del impac-
to que esta disrupción tendrá en la administra-
ción y políticas públicas? El argumento central 
del artículo está en enfatizar las consecuencias 
adversas que, ceteris paribus, estas tecnologías 
pueden tener sobre principios sustantivos de 
cualquier democracia plural. En particular, se 
enfatizan dos de estos. El primero es denomi-
nado principio de la incertidumbre que signifi-
ca que no existe un monopolio de la verdad, por 
lo que ningún agente social se pueda adjudicar 
tener la única solución (Innerarity, 2020). El se-
gundo es que, por esta razón, una sociedad plu-
ral basa sus decisiones en un proceso racional, 
pero limitado, que implica un constante proceso 
de aprendizaje, debate y deliberación entre gru-
pos diferentes. Proceso de racionalidad limitada 
como mecanismo no infalible pero legítimo para 
decidir sobre los problemas públicos (Lasswell, 
1971). En una sociedad plural, por tanto, no es 
posible el monopolio de la verdad y la raciona-
lidad de los actores sociales y políticos siempre 
es limitado y por lo tanto, no hay mecanismo o 
técnica que pueda prometer completitud u ob-
jetividad, sin caer en proposiciones autoritarias 
(Pressman y Wildavsky, 1973, Lindblom, 1990, 
Arrow, 1963, Arellano y Blanco, 2013).  
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bierno Metropolitano de Seúl, 2015). Las tareas 
del Centro radican en la detección de fenómenos 
meteorológicos, identificación de actividades ilí-
citas y vigilancia de los espacios públicos. Cuan-
do ocurre alguna actividad sospechosa, se puede 
verificar en tiempo real, por lo que la respuesta 
de cualquiera de las agencias es inmediata. En 
consecuencia, el ICC asegura un dispositivo de 
control instantáneo pero permanente. 

Control en tiempo real: la experiencia 
de rastrear infectados durante el brote 
pandémico de coronavirus

Durante el brote de coronavirus, los gobier-
nos han diseñado diferentes estrategias para 
mitigar los contagios y aplanar la curva. Hasta 
ahora, es discutible cuál es más efectivo, porque 
aún no termina la pandemia, y como fenóme-
no complejo, cambia todo el tiempo, alterando la 
efectividad de las acciones gubernamentales. No 
obstante, la estrategia de Corea del Sur fue cla-
ra desde el principio: oponerse a una cuarentena 
general, enfocándose en una política de pruebas 
masivas, rastreando los posibles casos y tratán-
dolos de inmediato (Kim, 2020).

En los primeros meses del brote pandémico, 
la política de Corea fue considerada un referente 
por su facilidad para identificar focos de conta-
gio sin frenar las actividades económicas —pro-
blema importante para todos los gobiernos—. 
Por lo tanto, el esquema de la política fue una 
combinación precisa: control de la infección, 
manteniendo la economía dinámica. La directriz 
consistió en desarrollar una aplicación para telé-
fonos inteligentes llamada self-quarantine o Co-
rona100 que funciona rastreando vía satélite a 
las personas que han desarrollado algún síntoma 
de coronavirus. El diagnóstico se genera a través 
de un cuestionario donde las personas con sig-
nos son rastreadas hasta sus apartamentos para 
hacerse una prueba. Si la prueba es positiva, las 
autoridades sanitarias los contactan a través de 
la aplicación que está vinculada a su teléfono 
celular, y pueden rastrear sus movimientos para 
alertar a las personas que tuvieron contacto con 
ellos en los días anteriores. Para tener acceso a 
servicios de internet, el gobierno mantiene una 

de las características que hacen atractivo el uso 
de CCTV como herramienta de gestión espacial 
urbana: primero, es predictivo; segundo, permite 
observar eventos en tiempo real; y tercero, pue-
de ayudar a identificar problemas ocurridos en 
el pasado. Estas características no solo son útiles 
para vigilar, sino para controlar los espacios ur-
banos en todo momento, en el pasado, el presen-
te e incluso el futuro.

El CCTV remite al panóptico (Koskela, 2003), 
un edificio cuya estructura permite al observa-
dor en la parte superior vigilar a todos debajo 
de él, al mismo tiempo, que no les permite ver 
si están siendo observados. Así, estarán perma-
nentemente vigilados, obligándolos a actuar de 
acuerdo con las leyes e instituciones pactadas de 
manera permanente. Jung (2017) menciona que, 
de acuerdo con Yoon (2020) en 2019 se instala-
ron alrededor de 1,5 millones de cámaras de te-
levisión de circuito cerrado en espacios públicos 
de todo el país. Woo (2015), indica que el moni-
toreo del gobierno comenzó con la justificación 
para reducir el crimen, la inestabilidad social y 
las actividades pro-norcoreanas. Sin embargo, el 
enfoque principal del sistema de CCTV coreano 
no es el control del crimen (Lim, Eck & Kim, 
2013). El CCTV funciona como un dispositivo 
de control para las poblaciones, incluso está co-
nectado y amplificado por otras herramientas, 
como los puestos de control en Internet para el 
reconocimiento de identidad y la disponibilidad 
de información ciudadana facilitada por las em-
presas tecnológicas al gobierno (Woo, 2015). 

Paradójicamente, el circuito cerrado de tele-
visión como intervención del Estado, se apoya 
en un sistema de seguimiento de la población de 
forma perpetua. Si bien, nadie mira permanen-
temente como en el panóptico, el CCTV graba 
todo el tiempo, almacena las grabaciones du-
rante treinta días para que sea utilizadas por los 
funcionarios pueden verificarlo en tiempo real 
siempre que sea necesario (Gobierno Metropo-
litano de Seúl, 2015). En Seúl, existe una red de 
organizaciones que dependen del sistema CCTV, 
esta red, denominada Centro de Control Integra-
do (ICC), incluye la policía, la oficina de bombe-
ros, la oficina de control de desastres, el centro 
de información de tráfico y otras agencias (Go-
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relación cercana con las principales empresas de 
servicios de Internet, los usuarios deben presen-
tar datos personales, como nombre, dirección y 
número de registro de residente.

De esa manera, el gobierno coreano tiene ac-
ceso a la localización de todos los ciudadanos con 
servicio de Internet en tiempo real. Además de la 
información de la aplicación, se utiliza el modelo 
coreano de seguimiento de tres tipos de informa-
ción: primero, las transacciones con tarjetas de 
crédito y débito para indicar dónde ha comprado 
o comido una persona infectada, incluso a dón-
de ha viajado; segundo, registros de ubicación de 
teléfonos de los operadores móviles; y tercero, 
detalles capturados por la extensa red de cáma-
ras de vigilancia de Corea del Sur (Cellan-Jones, 
2020). Estos revelan dos hechos, la compleja red 
de información disponible para el gobierno y la 
destacada capacidad para procesarla.

A pesar del logro inicial en el manejo de in-
fecciones en marzo y abril de 2020, para mayo 
surgieron las primeras críticas sobre las impac-
tantes invasiones a la privacidad, mientras que 
otras aplicaciones fueron menos intrusivas en 
Singapur y Australia (Babones, 2020). En julio, 
las críticas se centraron en problemas en la apli-
cación, puesto que Sang-Hun, Krolik, Zhong y 
Singer (2020) descubrieron defectos significati-
vos en la seguridad que permitieron la filtración 
de información sensible de miles de ciudadanos. 
Asimismo, en agosto, la información sobre el 
aumento de casos alcanzó nuevos niveles alar-
mantes, lo que sugiere que la estrategia de Corea 
del Sur no fue suficiente para controlar los brotes 
(Bicker, 2020). 

Scott (1998) afirma que, aunque las intencio-
nes de los Estados son buenas, enfrentan obstá-
culos y efectos no deseados (Sherden, 2011). En 
el caso de las aplicaciones de rastreo de corona-
virus, han experimentado dificultades para man-
tener el control de las infecciones; ver la realidad 
es más complicado que los modelos generados 
por los gobiernos (Scott, 1998). Por ejemplo, to-
davía no hay evidencia sustancial sobre el com-
portamiento del virus, lo que hace que las aplica-
ciones sean inexactas o no capten por completo 
cómo se propaga el virus (Babones, 2020). 

Tensiones y dilemas con los principios 
de las sociedades democráticas

En este caso pueden identificarse tensiones 
entre las tecnologías y los principios de la lógi-
ca democrática. En ambos dispositivos, el inte-
rés del Estado es vigilar de manera eficiente. Sin 
embargo, estos generan paradojas y efectos cola-
terales para la población. El principal problema 
resulta ser el rol de la privacidad como un tema 
crítico que debe ser considerado. A pesar de que 
a los ciudadanos les parece aceptable sacrificar 
su privacidad frente al bien común y la seguri-
dad. No obstante, la dependencia de las políticas 
de rastreo de aplicaciones y CCTV ha demos-
trado ser poco confiable, tiene fallas que pueden 
ocasionar que los ciudadanos cuestionen si están 
de acuerdo en esta disyuntiva de valores. 

Kim (2020) señala la capacidad de respues-
ta del gobierno coreano ante la opinión pública 
cuando estalla una crisis. Sin embargo, la res-
puesta se sustenta en el abuso de la privacidad 
por parte del gobierno coreano con el argumento 
de la conservación de las buenas costumbres so-
ciales. Esta es una constante en la sociedad co-
reana, el sacrificio de la privacidad y otras liber-
tades en nombre de la seguridad, el bienestar y 
el bien común.

Uno de los efectos colaterales a señalar es el 
uso sesgado del CCTV por parte de la policía. 
Jung (2017) recuerda la experiencia de un abo-
gado que afirma que “la policía a veces delibe-
radamente no recopila imágenes de CCTV que 
podrían funcionar a favor del sospechoso... como 
resultado, los jueces solo pueden ver una parte 
de la verdad.” Otro es que las aplicaciones han 
demostrados ser vulnerables ante los ataques de 
hackers, por lo que la información de miles de 
coreanos ha sido expuesta (Sang-Hun, Krolik, 
Zhong y Singer, 2020). Estos problemas son re-
levantes porque una de las principales justifica-
ciones de invadir sistemáticamente la privacidad 
de los ciudadanos se basa en las creencias que 
son un sacrificio por el bien común (Kim, 2020) 
y el gobierno es cuidadoso con el manejo de da-
tos sensibles (Sang-Hun, Krolik, Zhong y Sin-
ger, 2020). 
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A pesar de que ambas tecnologías han sido 
efectivas y son aceptadas por la población, tam-
bién enfrentan problemas y surgen tensiones, 
principalmente el dilema de privacidad contra 
seguridad en las aplicaciones móviles. Es funda-
mental preguntarse si en otras sociedades, esta 
cesión de privacidad a cambio de seguridad pue-
de ocurrir cómo en Corea del Sur, la respues-
ta promueve un amplio debate. Por lo tanto, es 
esencial realizar un análisis más profundo para 
comprender todas las implicaciones del CCTV 
en la concepción de los espacios públicos para 
la sociedad coreana, y cómo se ha gestionado la 
pandemia. Asimismo, debe cuestionarse si es-
tos dispositivos cuentan con legitimidad porque 
en efecto sirven para vigilar efectivamente, o es 
más bien una creencia sobre su eficiencia y neu-
tralidad para mantener el orden público.

Uso de smart contracts en 
contratos de obra pública: una 

aproximación experimental

Problemas de las contrataciones 
públicas y soluciones tecnológicas

El segundo ejemplo por utilizar es el de un 
experimento realizado por los autores de este 
artículo con el fin de comprender las dinámicas 
que el blockchain puede tener en procesos com-
plejos de decisión gubernamental como las con-
trataciones. Las contrataciones públicas son pro-
cesos cotidianos, que consisten en la adquisición 
de un bien o servicio por parte de una agencia 
pública con un agente privado mediante arreglos 
contractuales (Lloyd y McCue, 2004). Las con-
trataciones públicas son altamente complejas, 
situadas en estructuras rígidas de contratos con 
el fin de blindarlas de la discrecionalidad de los 
servidores públicos en la selección de los licitan-
tes (Kelman, 1990). Esta estructura genera con-
secuencias como procesos de contratación basa-
dos en asimetrías de información estudiadas en 
el modelo agente-principal, contratos incomple-
tos, y elevados costos de transacción (William-
son, 1981; Williamson, 1979; Bajari y Tadellis, 
2001). En este sentido, existen limitaciones en 

los mecanismos de contratación que reducen la 
flexibilidad en las relaciones entre las dependen-
cias y empresas, así como problemas de riesgo 
moral y selección adversa (Bajari et al., 2001; 
Rogerson, 1994; Laffont y Tirole, 1993; Alchian 
y Demsetz, 1972). De tal forma, las contratacio-
nes presentan complicaciones ex post en el des-
empeño de los contratistas (Miller, 2014; Spiller, 
2008; Malin y Martimort, 2000; Rogerson 1994; 
Laffont et al., 1993; Kelman 1990). 

Adicionalmente, en los procesos de contra-
tación ocurren comportamientos oportunistas, 
es decir, relaciones basadas en intereses propios 
construidas bajo engaños (Williamson, 1979). El 
principal efecto del oportunismo es que en una 
relación agente-principal, los costos de transac-
ción para el principal se elevan considerable-
mente. Por tanto, los mecanismos de contrata-
ción están diseñados de tal forma que reduzcan 
el oportunismo de los agentes. No obstante, los 
contratos clásicos enfrentan problemas debido a 
que no consideran elementos contextuales que 
afectan el desempeño y resultados estipulados 
ex ante. 

Ante las limitaciones de los mecanismos 
de contratación pública, el blockchain aparece 
como una respuesta debido a las característi-
cas de su lógica de programación. El blockchain 
dada su funcionalidad, genera que no se requiera 
la participación de un tercer actor, así que la con-
fianza entre las partes de un acuerdo resida tec-
nología, formando un nuevo marco institucional 
(Atzori, 2015). 

 En este caso, se analiza el blockchain apli-
cado en contratos inteligentes, puesto que debi-
do a su lógica de programación permite reducir 
los costos de transacción impuestos por terceros 
(Szabo, 1998). El blockchain es un libro conta-
ble, registro o red de información descentraliza-
da que conserva un registro histórico de todas 
las transacciones basado en un proceso proof-
of-work, un algoritmo que confirma todas las 
transacciones desde el primer bloque de infor-
mación de la cadena hasta al último (Nakamo-
to, 2008; Tar, 2018). Estas propiedades —la des-
centralización y el registro—permite una alta 
confiabilidad en la información contenida en los 
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bloques, así como la virtual imposibilidad de al-
terarla (Ølnes Ubacht y Janssen, 2017). De este 
modo, la información que se añade es accesible 
para todos los nodos en la red, y sus modifica-
ciones también son aprobadas por todos para que 
sean aceptadas en el sistema, es decir, una au-
tovalidación de la información. Esto genera que 
el intercambio de información, el cumplimiento 
de acuerdos y transacciones que ocurren en la 
red no requieran la participación de un tercer ac-
tor que vigile los acuerdos, sino que la tecnolo-
gía produce confianza entre los nodos de la red 
(Mik, 2017; Ishmaev, 2017; Nakamoto, 2008). 

Estas propiedades se trasladan a los contra-
tos inteligentes que pueden ser definidos como 
la ejecución automatizada de contratos legales, 
por medio del uso de códigos de programación 
asociados al cumplimiento de los acuerdos con-
tractuales entre las partes (Mik, 2017; Stark, 
2016). Los smart contracts siguen una lógica if 
this then that, es decir si se realiza una acción 
se activa automáticamente (Mik, 2017). En estos 
programas, los términos son inmutables y ga-
rantiza que el contrato sea ejecute tal como fue 
programado para reaccionar a pautas estableci-
das ex ante mediante algoritmos, lo que permi-
te considerar factores técnico-contextuales, una 
propiedad sumamente útil en contextos de alta 
complejidad como los procesos de contratación 
de obra pública. De ese modo, los smart con-
tracts pueden auto cumplirse de acuerdo con la 
ocurrencia o no de eventos estipulados por am-
bas partes (Mik, 2017; Koonce, 2016). Una vez 
que el contrato está en marcha, no puede modi-
ficarse ni alterarse unilateralmente, además de 
que es posible consultarlo en tiempo real por to-
dos los actores de la transacción, reduciendo los 
costos de transacción y el oportunismo (Ølnes, 
et al., 2017).

Una aproximación experimental

Para este caso, se analiza un experimento 
theory-driven, en donde son simuladas —de 
manera simplificada y controlada— las condi-
ciones de contratación pública. El fin del expe-
rimento es comprender cuáles son las implica-
ciones de los contratos inteligentes en los costos 

de transacción del proceso de contratación. Para 
el experimento los costos de transacción con-
sisten en costos de información que el principal 
debe realizar para obtener información sobre el 
rendimiento del agente y los costos que impli-
ca el tiempo y esfuerzo que deben destinar los 
principales para vigilar a los agentes (Butler et 
al., 2014). 

El experimento consiste en dos grupos: uno 
de control —con un proceso tradicional de con-
tratación pública — y; uno de tratamiento —pro-
ceso de contratación mediante un contrato inte-
ligente—. Adicionalmente, existen dos roles: el 
sujeto experimental que actúa como funcionario 
de una agencia gubernamental y un agente con-
trolado que funge como una empresa construc-
tora concursante en la licitación. Ambos están 
en salas separadas simulando el sitio de la obra y 
la separación geográfica. En la prueba, se simula 
el proceso de contratación para la construcción 
de un puente fabricado con bloques de plástico, 
donde los participantes deben tomar decisiones, 
replicando un juego secuencial. Durante toda la 
prueba, el sujeto experimental debe tomar deci-
siones sobre la selección de licitantes, la infor-
mación que adquiere para la elección, el número 
de veces que vigila el avance del licitante. Mien-
tras que, los sujetos controlados, es decir, los li-
citantes tienen perfiles asignados basados en la 
literatura por Kelman (1990), Butler et al. (2014) 
y Thaler (1988), lo que determina cómo es su 
comportamiento durante el experimento. 

A partir de los resultados se examinan las 
diferencias estadísticas entre los grupos en tres 
variables: costos de información, costos de vi-
gilancia y tiempo invertido en la vigilancia de 
los sujetos experimentales en segundos. De tal 
forma, si se comprueban diferencias entre los 
grupos, puede afirmarse que los smart contracts 
tienen efecto en los costos de transacción. En 
una primera etapa, fueron realizadas 22 pruebas, 
repartidas en 11 en cada grupo. La asignación 
de los grupos fue de manera aleatoria, de forma 
que se reducen los problemas de selección en la 
muestra.

De acuerdo con los datos de los sujetos, el 
rango de edad del grupo de control es de 18 a 
33, con una media de 22.81 años y una desvia-
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ción estándar de 4.44. En el grupo de tratamien-
to, el rango de edad es 19 a 31, la media es de 
24.04 y la desviación de 3.75. Para comprobar 
que no existen diferencias en las características 
observables entre los grupos, fueron realizadas 
pruebas t entre los grupos. Para la característi-
ca ‘edad’, el estadístico t es 0.7255, el p-value es 
igual a 0.4766 por lo que no se rechaza la hipó-
tesis. En cuanto a la variable género, en el grupo 
de control participaron 5 mujeres y 6 hombres, 
mientras que en el grupo de control 6 mujeres y 
5 hombres. En esta característica, el estadístico 
t es 0.4082, el p-value es de 0.6874, por lo tanto, 
tampoco se rechaza la hipótesis. En la caracte-
rística ‘experiencia previa’ de los participantes 
en los grupos, el estadístico t es 0.4880, el p-va-
lue tiene un valor de 0.6309, así que tampoco se 
rechaza la hipótesis. De esta manera, los grupos 
no tienen diferencias significativas en las tres 
variables, por lo que no existen problemas de se-
lección en la muestra.

Las variables analizadas son los costos de in-
formación, vigilancia y el tiempo que los sujetos 
experimentales dedicaban a revisar los avances 
de los licitantes. En la primera variable gasto de 
información, en el grupo control, el rango fue 
de 100 a 200, la media en el grupo de control 
fue de 154.54, con una desviación estándar de 
52.22. En contraste en el grupo de tratamiento, 
el mínimo fue de 0 y el máximo de 100, la media 
es 27.27, la desviación es 46.71. En la variable 
gasto de vigilancia, el grupo de control, el ran-
go fue de entre 400 a 1600, con una media de 
745.45, con una desviación estándar de 410.76. 
En el grupo de tratamiento, el mínimo fue de 
400, el máximo de 800, la media fue de 509.09, 
y la desviación estándar de 137.51. Para la varia-
ble tiempo el grupo de control tiene un mínimo 
de 93 segundos, y el máximo de 522 segundos, 
la media es de 189.09 y la desviación de 117.84. 
En cuanto al de tratamiento, el mínimo fue de 
94 y el máximo de 231, una media de 141.73 y la 
desviación es de 46.81. 

Para analizar el efecto de los contratos entre 
los grupos, fueron realizadas pruebas t para de-
terminar si existen diferencias entre los grupos 
en las tres variables. A partir de los resultados, 
es posible afirmar que el efecto de la aplicación 

de contratos inteligentes es la reducción de los 
costos de transacción en los procesos de contra-
tación. El efecto es mucho más significativo en 
los costos de información con un 99% de signi-
ficancia estadística, en menor medida en los cos-
tos de vigilancia con una diferencia entre grupos 
con una significancia estadística de 90% y tiene 
un impacto nulo en el tiempo invertido por los 
sujetos en el monitoreo de las empresas. 

Tensiones en los smart contracts

En la literatura de smart contracts común-
mente se estudian las atribuciones legales y su 
rol frente a las instituciones jurídicas (Governa-
tori, Idelberger Milosevic, Riveret, Sartor y Xu, 
2018; Mik, 2017; Savelyev, 2017). En ese cuerpo 
de literatura se enfatizan las características dis-
ruptivas, como que los contratos no requieren de 
un actor que vigile el cumplimiento del acuerdo, 
lo que presupone la creación de un nuevo marco 
institucional (Szabo, 1997; Mik, 2017; Ishmaev, 
2017). Ishmaev (2017) señala que los contratos 
inteligentes permiten especular sobre que en el 
futuro no será necesaria la existencia de institu-
ciones jurídicas que velen por el correcto cum-
plimiento de acuerdos, transacciones y contratos. 

No obstante, debe considerarse que algunas 
de las características resultan promesas de las 
tecnologías, tal como la neutralidad del control y 
vigilancia ejercida por los contratos inteligentes. 
Asimismo, los smart contracts aparentemente 
reducen la rigidez de los procesos de contrata-
ción, aunque terminan por incrementarlas, dado 
que al no permitir cambios una vez puestos en 
marcha, terminan por convertir estos procesos 
en más inflexibles y ralentizar aún más estos 
procesos.

Un elemento más para considerar es que 
como fue identificado en el diseño experimental, 
a través de la aplicación de blockchain se forman 
nuevas interacciones sociales, generadas a partir 
de la confianza que se construye por la tecnolo-
gía. Esto supone una investigación futura para 
comprender la dinámica y funcionamiento de 
esas nuevas relaciones. Las relaciones sociales 
son fundamentales para entender el impacto de 
una tecnología. En esta primera fase de la prue-
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ba, los participantes reportaron reacciones mix-
tas, con algunos mencionando que la tecnología 
les generaba mayor ansiedad, debido a que po-
dían ver el avance en tiempo real por una com-
putadora, mientras que para otros fue complejo 
comprender el funcionamiento de la tecnología, 
a pesar de que fue utilizada una plataforma sim-
plificada. También es esencial reconocer las li-
mitaciones del diseño experimental, tal como 
el tamaño de esta muestra, y la simplificación 
realizada en el experimento. Por lo tanto, se re-
conoce la importancia de ampliar el número de 
muestra, así como las variables para ampliar la 
comprensión de esta tecnología no sólo en sus 
efectos técnicos, sino también en sus interaccio-
nes sociales. 

Como reflexión de este ejemplo, es necesario 
analizar las ventajas de los contratos inteligentes, 
sin creer que estos eliminarán el oportunismo y 
reducirán los costos de transacción definitiva-
mente, puesto que, estos emanan de relaciones 
sociales complejas. La tecnología no ofrece so-
luciones infalibles y a su vez, crea subproductos 
que deben ser evaluados. 

Democracias plurales y 
tecnologías disruptivas

Las democracias plurales son por lógica he-
terogéneas, con amplia libertad para discutir 
y debatir los fines. Fines que se encuentran en 
disputa. Diversos principios se han derivado a 
partir de la lógica plural de una democracia. En 
este artículo se busca enfatizar sobre dos de esos 
principios que, de partida, son profundamente 
afectados por las tecnologías disruptivas con-
temporáneas. Específicamente en este escrito se 
considera el principio de incertidumbre y el de 
racionalidad limitada en las decisiones guberna-
mentales (Innerarity, 2020). 

El principio de incertidumbre establecería 
que, dado que las personas y los grupos persi-
guen valores irreductibles, éstos no pueden de-
finirse ex ante, o ser resueltos por un argumento 
técnico, por ejemplo, hay diversas maneras de 
definir lo que es “la buena vida”. Ello implica un 
constante proceso de negociación, deliberación y 

regateo para definir los problemas públicos y la 
forma en que se deben enfrentar. La deliberación 
ocurre bajo un marco constante de incertidum-
bre, puesto que no existe de partida una mejor 
manera ni definir los problemas públicos ni de 
resolverlos. La libertad de las personas, propia 
de toda democracia plural, está asegurada por 
este ‘principio de incertidumbre’, ante la imposi-
bilidad del monopolio de la verdad. Los valores 
están siempre en disputa y deben negociarse, dis-
putarse y confrontarse en arenas políticas. Cómo 
se debate, con qué información, con qué meca-
nismos de gobernanza, todos son aspectos que 
resultan clave para cualquier sociedad plural.

¿Cómo puede afectar las tecnologías disrup-
tivas este primer principio? Por ejemplo, cuando 
se habla de decisiones apoyadas por algoritmos 
se tiene que preguntar ¿cómo toman decisiones 
los algoritmos? Argüir que los algoritmos logra-
rán infalibilidad, neutralidad y objetividad, es ir 
a contracorriente de la lógica plural clásica de la 
creación de políticas públicas donde el proceso 
a través del cual se toman decisiones es crítico. 
Los algoritmos prometen reducir esas paradojas 
porque las decisiones se presumen neutrales y 
basadas en un análisis completamente técnico. 

En un contexto de aplicación de las tecnolo-
gías disruptivas, esta discusión puede exacer-
barse, puesto que la selección puede resultar aún 
más opaca. Mediante un algoritmo cuyo fun-
cionamiento es complejo, es posible tomar de 
decisiones políticas que son legitimadas como 
técnicas y neutrales, de forma que pueden ser 
consideradas como la mejor decisión. De esta 
manera, llevado al extremo, se haría innecesaria 
la discusión de valores, puesto que objetivamen-
te es posible identificar la solución óptima, los 
fines últimos son alcanzables de manera eficaz. 
No obstante, en el sentido estricto, asegurar que 
hay una forma de eliminar la incertidumbre pro-
ducida por la pluralidad a través de mecanismos 
tecnológicos que aseguran la objetividad puede 
convertirse en una pesadilla. Es necesario pre-
guntarse entonces ¿quién diseñó el algoritmo, en 
qué contexto organizacional y bajo qué intereses 
políticos u organizacionales?, ¿cómo vigilar que 
el mecanismo de decisión puede contener sesgos 
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o prejuicios ocultos en el entramado técnico?, 
¿se pueden inadvertidamente estar priorizando 
cierto valores sobre los demás? Estas son apenas 
algunas preguntas que, sin ser menores, indican 
una guía básica indispensable para reflexionar 
desde el punto de vista gubernamental.  

El segundo principio que se pude discutir es 
el de la racionalidad limitada en el ejercicio gu-
bernamental de una sociedad plural (Lindblom, 
1959/1992; Simon, 1949). Tal como fue mencio-
nado, los valores son múltiples, heterogéneos y 
diversos, lo que implica que existen distintos ca-
minos posibles para alcanzar uno de estos fines. 
La base de toda acción política son seres huma-
nos que tienen límites cognitivos, temporales y 
sociales. No hay acción y decisión sin sesgos, 
sin valores, sin heurísticas, normas y costum-
bres, es decir, sin consecuencias no deseadas de 
la acción (Sherden, 2011). Entender como socie-
dad una lógica de racionalidad limitada implica 
construir mecanismos, instituciones y reglas fa-
libles, por lo que están en constante deliberación 
y ajuste incremental como sugiere Lindblom 
(1959/1992). Este proceso continuo estriba en 
probar de qué formas, en qué contextos, qué ac-
ciones, son resueltos con mayor eficacia los pro-
blemas que en otros. 

La racionalidad limitada en las decisiones 
ha permitido pensar, por ejemplo, que la alter-
nancia en el poder es fundamental: las demo-
cracias permiten a diferentes grupos probar sus 
soluciones, aprender de sus errores, cambiar y 
aprender. La lucha legítima por el poder entre 
grupos, punto clave de cualquier democracia, 
es una institución de la racionalidad limitada 
en muchos sentidos. Ello implica que ningu-
na decisión de ningún agente social puede ser 
neutral ni carecer de valores. Ni estar exenta de  
fallas o consecuencias no deseadas de la acción. 
Más aun, toda decisión colectiva implica distri-
buir cargas y beneficios distintos entre diferen-
tes personas o grupos. Discutir la legitimidad 
de esa distribución no puede darse por razones  
exclusivamente técnicas. 

Que diversas tecnologías disruptivas pro-
metan que se puede tomar decisiones públicas 
con información completa, gracias a análisis  
hipersofisticados y cantidades ingentes de datos,  

insinúa que el debate social y político dejaría 
de ser central para la toma decisiones. Indicaría 
que el papel de las personas y sus valores pue-
den dejar de ser importantes si se permite de-
cidir a través de tecnología, asumiéndola como 
neutral y objetiva

La falacia de tal argumento parecería eviden-
te. La tecnología no se desarrolla en el vacío. Al 
contrario, se crean y avanzan en un contexto so-
cial, organizacional y político. Las tecnologías 
disruptivas no escapan de la lógica valorativa y, 
hasta el momento tampoco de la incompletitud 
del conocimiento y la racionalidad limitada. 

De tal manera, el análisis requiere ser cui-
dadoso, las tecnologías disruptivas también son 
creaciones sociales y tienen impactos políticos. 
Lo ideal sería que, desde el principio, estén in-
corporadas a la lógica de las sociedades plurales 
en su complejidad y diversidad, y no construidas 
como aparentes soluciones a “los defectos” de la 
pluralidad social y política. 

Para iniciar valdría preguntarse si verdadera-
mente todas estas promesas presentadas en las 
tecnologías disruptivas (Kurzweil, 2005) son 
realmente alcanzables, en tanto que existen lí-
mites técnicos, computacionales u organizacio-
nales. Así, es sencillo identificar si las expecta-
tivas sobre la aplicación de una tecnología serán 
balanceadas y reales. Al respecto de los límites, 
las organizaciones públicas suelen resistirse a 
los cambios, sobre todo si son abruptos o alteran 
las dinámicas de poder al interior de estas. Las 
organizaciones públicas terminan por alterar y 
adaptar los efectos esperados de intervenciones 
sean tecnológicos o de cualquier otro tipo, tal 
como señala Arellano (2010) sobre el efecto neto 
dentro de las organizaciones. De esta manera, el 
cambio de las tecnologías disruptivas hacia las 
organizaciones públicas no será unilateral, lineal 
ni libre de obstáculos

El desarrollo tecnológico visto como un pro-
ceso social requiere hacerse una pregunta evi-
dente: ¿cómo debe enfrentarse, como sociedad 
plural, en el marco político propio de cualquier 
gobierno, las transformaciones potenciales de 
las tecnologías? Podría decirse que existen tres 
tipos de respuestas básicas. En un extremo está 
la aceptación o resignación, pues es inevitable 
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que las tecnologías seguirán su curso sin que se 
pueda tener injerencia en dicho proceso. En otro 
extremo, puede aparecer la negación: la idea de 
que es indispensable bloquear el desarrollo de 
estas tecnologías, sobre todo si son francamente 
disruptivas. En un punto intermedio puede apa-
recer una visión más precavida y cautelosa, don-
de se puedan aprovechar las promesas de estas 
tecnologías, siguiendo cuidadosamente los im-
pactos de las disrupciones y las posibilidades de 
regulación que pueden surgir y experimentarse. 
Probablemente esta tercera perspectiva sea más 
lógica, e implique una constante atención y es-
fuerzo para construir las capacidades de aplica-
ción transparente y cuidadosa de las tecnologías 
disruptivas en las decisiones gubernamentales.  

Aún es pronto para reconocer claramente los 
efectos, pero es el momento ideal para cuestio-
narse sobre cómo deben responder los gobiernos, 
qué impacto tendrán las tecnologías disruptivas 
en la acción gubernamental y cómo deben reac-
cionar las sociedades democráticas. Una postura 
que defienda la idea de que las sociedades serán 
potenciadas o afectadas gravemente por las tec-
nologías es incompleta y sesgada. La importancia 
de comprender los dos principios aquí presenta-
dos promueve un panorama más completo, en el 
cual se observan e incluyen factores complejos 
como que en las organizaciones existen grupos 
enfrentándose (Cyert y March, 1965), efectos no 
deseados de la acción (Sherden, 2011; Arellano, 
2010), relaciones de poder (Crozier, 1964), entre 
otras. Las tecnologías disruptivas también están 
asentadas en supuestos que requieren explicarse 
y señalar los efectos que producen.

Reflexiones finales: Los roles del 
gobierno

A partir de examinar los dos principios que 
se ven cuestionados y debatidos por las tecno-
logías disruptivas, es necesario avanzar en una 
propuesta para sistematizar el efecto de estas 
en el ejercicio gubernamental. Esta es una sola 
aproximación que resulta sumamente útil pues 
propone el análisis desde los roles del gobierno. 
Frecuentemente, se observa al gobierno como 

un monolito que actúa de manera homogénea, 
un actor unitario que funge de una sola manera, 
sin importar la contingencia. No obstante esta 
visión es errónea y simple, debido a que, ignora 
algunos elementos sustanciales para comprender 
cómo actúan las organizaciones públicas como 
actores débilmente acoplados que reaccionan de 
manera distinta ante la contingencia (Arellano, 
2010). De este modo, la propuesta parte de desa-
gregar los diferentes roles que ejerce el gobierno 
en el desarrollo y aplicación de tecnologías en 
tres roles: el de usuario, el de impulsor y el de 
regulador. 

En cada uno de estos roles, la participación 
del gobierno varía considerablemente, así como 
los retos, cuestionamientos y dilemas que en-
frentan. Este planteamiento brevemente deli-
neado representa un punto de partida para futu-
ras investigaciones en la resolución de algunas 
las preguntas sugeridas aquí, y que seguramen-
te continuarán apareciendo. Asimismo, permite 
reflexionar sobre la amplia labor para compren-
der los efectos de las tecnologías en el ejercicio 
gubernamental.

El primer rol del gobierno es como usuario, 
utilizando las tecnologías disruptivas para me-
jorar la calidad de los servicios públicos, facili-
tando su acceso, haciéndolos más baratos, más 
eficaces e incluso más transparentes. Un ejem-
plo son los servicios facilitados a través de bloc-
kchain, por el ejemplo el caso en Río Blanco, 
donde el mecanismo de selección de programas 
puede trazarse a través de una red de bloques 
públicos, de forma que es más sencillo consul-
tar la información del programa en tiempo real 
(Riquelme, 2018). Asimismo, cada vez es más 
recurrente el uso de sistemas inteligentes de res-
puesta para atender personas de manera automá-
tica y masiva (Serale, Redl y Muente, 2019). En 
este primer rol surgen algunas preguntas sobre 
¿quiénes diseñan esos instrumentos?, ¿con qué 
fines y precauciones se realizaron?, ¿cómo iden-
tifican los costos y si incluyen los efectos no de-
seados de la acción?, ¿estos mecanismos actúan 
conforme a las leyes y regulaciones?

En este sentido, aparecen algunas sospechas 
sobre cómo asegurar que estas tecnologías en 
efecto son la mejor manera de entregar recursos 
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porque los algoritmos pueden tener los prejuicios 
o sesgos de quienes los diseñan e instrumentan 
(Banerjee, Kumar y Bajpai, 2018). Los algorit-
mos y sistemas computacionales finalmente son 
creados por personas con valores, ideas y creen-
cias, por lo que estos mecanismos pueden ser 
vistos como cajas negras que incrementan la 
discrecionalidad, por lo que debe asegurarse que 
estén controlados y qué sus diseñadores rindan 
cuentas sobre los resultados de estos mecanis-
mos. El gobierno como usuario tiene que cuidar 
el proceso de cómo usa estas tecnologías, cómo 
justifica su aplicación y cómo reduce los riesgos 
de que se conviertan en mecanismos sesgados. 
En este punto surgen dos retos para la disciplina: 
la discrecionalidad en la toma de decisiones legi-
timidad en la neutralidad y objetividad aparente 
de las tecnologías disruptivas —aunque pueda 
esconder sesgos—; y la segunda es la responsa-
bilidad de esa decisión, que plantea un debate 
sustancioso sobre quién es responsable de una 
decisión tomada por un algoritmo, ¿la inteligen-
cia artificial que llegó a esa decisión por sí mis-
ma, o el programador que la diseñó? Esta es un 
área gris donde el responsable debe rendir cuen-
tas al respecto de acuerdo, y sobre todo si estas 
decisiones causan daños, lo cual pertenece a un 
debate concerniente a la tecno ética.

En el segundo rol, el gobierno puede fungir 
como impulsor de las tecnologías, motivado por 
las promesas de mayor eficacia y calidad en los 
servicios, análisis más completos y en tiempo 
real para las políticas públicas.  De tal forma, los 
gobiernos pueden interpretar el uso de estas tec-
nologías como un mantra de acción, una nueva 
moda administrativa. Sin embargo, los gobiernos 
mismos tienen intereses, ejercen el poder y las 
razones detrás de la promoción en el desarrollo 
tecnológico, como el incremento de la coerción, 
la sofisticación de los métodos del uso de la fuer-
za y la vigilancia. Estos no son cuestiones inofen-
sivas, sino que implican retos a derechos como el 
de la privacidad, la libre expresión y el libre trán-
sito. La justificación en el impulso de las tecnolo-
gías resulta crucial, porque es sencillo alterar el 
uso de una tecnología para que sirva a fines par-
ticulares en vez de al bien común. El blockchain 
puede servir para democratizar la información, 

prevenir e identificar fraudes y corrupción pero 
también puede causar el surgimiento de tecno 
élites como arguye Atzori (2015). 

El gobierno como impulsor requiere de me-
canismos de gobernanza, donde los actores que 
interactúan con las tecnologías disruptivas de-
ben participar en la discusión de cuáles son los 
sesgos y las lógicas de los algoritmos. En esta 
línea surgen interrogantes sobre ¿cómo será pro-
tegida la información?, ¿quién puede utilizarla?, 
¿para qué será utilizada?, ¿en qué momentos?, 
¿cómo autorizar y denegar el uso de los datos 
personales y poblacionales? Estas preguntas im-
plican una dinámica política, donde se enfrentan 
distintos intereses y valores —como el caso de 
Corea del Sur—. 

El tercer rol es el gobierno como regulador 
pues estas tecnologías tienen un gran poder, 
que puede ser aplicado para coacción e impac-
tar los comportamientos de la población a un 
nivel nunca visto. Las tecnologías pueden gene-
rar mecanismos muy efectivos de modificación 
de comportamientos a través del manejo de la 
información, cómo datos sobre las decisiones, 
preferencias y movimientos de las personas. La 
legibilidad del comportamiento como explica 
Scott (1998), con estas tecnologías incrementa 
considerablemente la posibilidad de leer, admi-
nistrar e intervenir en las interacciones sociales, 
cambiar las conductas y diseñar políticas públi-
cas focalizadas con información de calidad en 
tiempo real. Sin embargo, surgen nuevas interro-
gantes: ¿quién determina qué esas intervencio-
nes son correctas o deseables? Con este amplio 
poder de transformación que permiten los algo-
ritmos, ¿cómo explicarle a la sociedad por qué 
esos mecanismos fueron adecuados para cam-
biar cierto tipo de comportamientos? Por estas 
razones, el gobierno debe fungir como un vigi-
lante de estas tecnologías, debe establecer lími-
tes, atribuciones y responsabilidades nítidas. La 
rendición de cuentas sobre el funcionamiento de 
los mecanismos de los algoritmos, las condicio-
nes de las redes en blockchain, la protección de 
datos en bancos de genes, entre otras. 

Regresando al principio de esta reflexión, las 
tecnologías ocurren en un contexto social, por 
lo que al introducirlas en el sector público en-
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Tabla 1. Análisis de las pruebas t de las tres variables. 

Variable Media grupo 
control Media grupo tratamiento Estadístico t P-value

Costo de información 52.22 27.27 6.0246 0.0000***
Costo de vigilancia 745.45 509.09 1.8097 0.0854*
Tiempo 189.09 141.73 1.2388 0.2297

*** con un nivel de 99% de significancia estadística; * con un 90% de significancia estadística.

Fuente: Elaboración propia


